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ACUERDO 260/2007, DE 17 DE OCTUBRE, DEL PLENO DEL CONSEJO DEL AUDIOVISUAL DE CATALUÑA

I. El artículo 93.1.c) de la Ley 22/2005, de 29 de diciembre, de la comunicación audiovisual de Cataluña, establece como publicidad prohibida: “La publicidad de contenido esencialmente político dirigida a la consecución de objetivos de esta naturaleza, sin perjuicio de las normas aplicadas establecidas por la legislación sobre régimen electoral”.  Este artículo es una reproducción literal del artículo 9.1.c) de la Ley 25/1994, modificada por la Ley 22/1999, que incorpora a la ordenación jurídica española la Directiva 89/552/CEE, según la cual queda prohibida en la televisión: “La publicidad de contenido esencialmente político dirigida a la consecución de objetivos de esta naturaleza, sin perjuicio de lo establecido por la Ley orgánica de régimen electoral general”. 
Las dos expresiones que califican a la publicidad como “de contenido esencialmente (y esencialmente o primordialmente) político” y “dirigida a la consecución de objetivos de esta naturaleza” exigen una interpretación más precisa en función de la que el Consejo del Audiovisual de Cataluña pueda determinar cuándo un anuncio se puede incluir dentro de la categoría de publicidad prohibida por el carácter político de su contenido. 
II. En este sentido, el Consejo del Audiovisual de Cataluña ha elaborado un documento aprobado sobre los Criterios de interpretación del artículo 93.1.c) de la Ley 22/2005, de la comunicación audiovisual de Cataluña, que pretende determinar cuándo un anuncio puede ser considerado publicidad prohibida por el carácter político de su contenido.
III. En este contexto, y antes de aprobar de forma definitiva los Criterios interpretativos, el Consejo del Audiovisual de Cataluña quiere respetar el compromiso de esta institución de escuchar y ponderar el criterio y parecer de los varios actores presentes y con intereses en este ámbito antes de adoptar los correspondientes criterios definitivos.
 

Uno de los medios utilizados por las diferentes autoridades de regulación, así como la propia Comisión Europea, de forma habitual, es el sometimiento de determinados proyectos de relevancia en sectores estratégicos a consulta pública. Este tipo de consultas que no se integran dentro de un procedimiento administrativo formalizado, permiten en cambio y gracias a las posibilidades que las actuales tecnologías de la información y comunicación ofrecen, facilitar la transparencia y la participación de los varios sujetos interesados en el marco del proceso de formación de los criterios decisorios de los organismos públicos, especialmente en aquellos casos en que nos hallamos ante sectores que presentan, desde el punto de vista regulador, una especial complejidad.
En definitiva, sin perjuicio de que el Consejo ejerza en su día las potestades que legalmente le corresponden en materia de interpretación, el Consejo ha adoptado los siguientes, 

 

ACUERDOS

 

1.- Aprobar el documento denominado Criterios de interpretación del artículo 93.1.c) de la Ley 22/2005, de la comunicación audiovisual de Cataluña, y que se anexa en el presente Acuerdo como parte integrante del mismo. 
2.- Someter dicho documento a consulta pública a través de la página web del Consejo durante un periodo de un mes, con el fin de recibir las correspondientes aportaciones, comentarios y sugerencias por parte de cualquier ciudadano interesado, y previamente a su aprobación definitiva.  En esta página constará de forma clara el medio mediante el cual que se podrán dirigir al Consejo dichas contribuciones. 
 

Barcelona, 17 de octubre de 2007 

Josep M. Carbonell Abelló                              Dolors Comas d’Argemir Cendra

Presidente




   Consejera secretaria
Criterios de interpretación del artículo 93.1.c) de la Ley 22/2005 de la comunicación audiovisual de Cataluña.

I. El artículo 93.1.c) de la Ley 22/2005, de 29 de diciembre, de la comunicación audiovisual de Cataluña, establece como publicidad prohibida: “La publicidad de contenido esencialmente político dirigida a la consecución de objetivos de esta naturaleza, sin perjuicio de las normas aplicadas establecidas por la legislación sobre régimen electoral”. 
Este artículo es una reproducción literal del artículo 9.1.c) de la Ley 25/1994, modificada por la Ley 22/1999, que incorpora a la ordenación jurídica española la Directiva 89/552/CEE, según la que queda prohibida en la televisión: “La publicidad de contenido esencialmente político dirigida a la consecución de objetivos de esta naturaleza, sin perjuicio de lo establecido por la Ley orgánica de régimen electoral general”. 
Las dos expresiones que califican a la publicidad como “de contenido esencialmente (y esencialmente o primordialmente) político” y “dirigida a la consecución de objetivos de esta naturaleza” exigen una interpretación más precisa en función de la que el CAC pueda determinar cuándo un anuncio se puede incluir dentro de la categoría de publicidad prohibida por el carácter político de su contenido. Con el fin de fijar esta interpretación, cabe comenzar por delimitar la expresión contenido esencialmente político en el contexto del mensaje publicitario.
Se entiende que el artículo 93.1, sobre publicidad prohibida, se refiere exclusivamente a los contenidos publicitarios en los distintos formatos, y en ningún caso, se refiere a los contenidos de la programación.

En general, un mensaje publicitario tiene, como mínimo, tres elementos que hay que tener en cuenta a la hora de determinar el significado de su contenido.

 a) quien patrocina el anuncio; 

 b) qué dice el anuncio, literalmente; 

 d) en qué contexto o momento de la coyuntura política se emite el anuncio. 

Los tres elementos citados deben ser considerados conjuntamente con el fin de determinar el significado de cualquier comunicación, ya que el significado literal de una expresión puede quedar modificado por el contexto en el que se emite, es decir, por la condición de la persona o personas que lo emiten, por el momento en que se emite y por la finalidad que se busca con su emisión. 
Este último elemento –el de la contextualización- está claramente contemplado en la definición de publicidad que las leyes citadas anteriormente, según la que la publicidad es “cualquier forma de mensaje emitido [...] para promover actitudes o comportamientos entre los usuarios” (artículo 90 de la Ley 22/2005).  Debido a la finalidad intrínsecamente persuasiva de la publicidad, tiende a utilizar distintos recursos dirigidos a motivar el comportamiento de las personas sin decirlo explícitamente.  Es por eso que, más que en cualquier otro mensaje, el significado de un anuncio no se desprende de lo que literalmente dice, si no de los que sugiere o de las asociaciones que pretende evocar en un contexto determinado. Si bien es cierto que el contexto en el que se emite un anuncio condiciona su significado, cabría distinguir esas épocas en que se produce un debate político específico (como consecuencia de un trámite legislativo) y también los procesos electorales. En ambos casos, un anuncio que pudiera incidir en una toma de partido de carácter político tendría más significado político que el mismo anuncio en otro momento en el que el debate político fuera inexistente. 
De acuerdo con estas consideraciones, se podría decir que para determinar el significado político de un anuncio hay que tener en cuenta:  
a) quién es el emisor del anuncio; 

b) el significado o la finalidad política del mensaje.

En lo referente al primer punto, la publicidad de carácter político puede venir determinada por la intervención de:  
· los partidos políticos y los gobiernos;
· las organizaciones que en sus estatutos definen los objetivos o las actividades que se proponen realizar como objetivos o actividades políticas; 
· los organismos, las plataformas y los colectivos que quieren promocionar un cambio legislativo, aunque sea puntual, en defensa y promoción de sus intereses corporativos;
· lualquier persona o grupo que promueva un proyecto o programa político determinado. 
En cuanto al segundo punto, se puede establecer que la finalidad política de un anuncio se evidencia si exhibe el propósito de:
· promocionar los intereses de un partido político o de un grupo con finalidades políticas y de un líder de un partido político o de un grupo con finalidades políticas;
· influir en el resultado de unas elecciones o referéndum;
· influir en un cambio legislativo o la promoción de una ley;
· influir en las políticas o decisiones de los Gobiernos o las administraciones públicas;
· influir de manera partidista en la opinión pública en una cuestión que forma parte del debate político;
· promover los intereses de un partido político o de un grupo con finalidades políticas y de un líder de un partido político o de un grupo con finalidades políticas;
· menospreciar las convicciones políticas, filosóficas o religiosas de las personas telespectadoras; 
· interferir en los procesos electorales con la denominada “publicidad pretexto”.
Las consideraciones anteriores entienden el término político en un sentido más extenso del que se referiría exclusivamente a los que llevan a cabo los partidos políticos. Una concepción avalada por el artículo 9.2 del título preliminar de la Constitución Española: “Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social” 
Parece claro que en la base de la prohibición de la publicidad política hay dos objetivos fundamentales: No influir directamente en los procesos legislativos o de ejecución política; b) evitar el conflicto con las convicciones religiosas, políticas o filosóficas de los ciudadanos. Es por eso que restringir el “significado esencialmente político” a aquello que hacen o dicen los partidos políticos deja de lado muchas otras manifestaciones que, en determinadas circunstancias, pueden adquirir y adquieren de hecho una dimensión política indiscutible.  
Así mismo, cabe distinguir lo que es propiamente propaganda y lo que, más allá de la controversia política y partidaria, se propone difundir, promover y divulgar líneas de pensamiento y de filosofía política. 
Barcelona, 17 de octubre de 2007 
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